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SUP-JLI-002/2003

JUICIO PARA DIRIMIR LOS CONFLICTOS O DIFERENCIAS LABORALES DE LOS SERVIDORES DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL.

EXPEDIENTE: SUP-JLI-002/2003.

ACTOR: VÍCTOR HUGO MADRIGAL GUZMÁN.

DEMANDADO: INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL.

MAGISTRADO PONENTE: LEONEL CASTILLO GONZÁLEZ.

SECRETARIO: IVÁN CASTILLO ESTRADA.

México, Distrito Federal, a ocho de abril de dos mil tres.

VISTO, para resolver, el expediente SUP-JLI-002/2003, relativo al juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, promovido por Víctor Hugo Madrigal Guzmán, en contra del Instituto Federal Electoral, y 

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Por escrito presentado el trece de enero del presente año, ante la Oficialía de Partes de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Víctor Hugo Madrigal Guzmán promovió juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral.

Las pretensiones son las siguientes:

a) Reinstalación.

b) Pago de salarios y prestaciones caídas.

c) La conclusión del proceso EXP 14/102/2001.

d) Pago de cuatro millones de pesos, por concepto de reparación del daño.

Funda su demanda, sustancialmente, en los siguientes hechos:

1. Se violó el artículo 252 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal Administrativo del Instituto Federal Electoral, que establece que la suspensión no podrá exceder de quince días, y él fue suspendido desde el veinte de febrero de dos mil dos, a la fecha sigue suspendido, esto es, la suspensión se ha prolongado excesivamente más de nueve meses, lo que es contrario al artículo citado, lo anterior se debe al actuar ilícito del Contralor Interno del Instituto mencionado, Mario Espinola Pinelo.

2. El contralor mencionado inventó en su contra cargos que no son de las funciones que desempeñó.

3. La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, no le da facultades a la Contraloría Interna para llevar a cabo procedimientos administrativos ni para aplicar retroactivamente la ley.

4. Denunció hechos y pidió la excusa del contralor mencionado, quien acogió la solicitud, pero turnó el expediente a un subordinado suyo.

5. Inició juicio de amparo ante el Juez Tercero de Distrito en Materia Laboral en el Distrito Federal, quien se declaró incompetente y ordenó remitir las actuaciones a esta Sala Superior.

Es conveniente destacar que el actor omitió ofrecer pruebas, en términos de lo dispuesto por el artículo 97, apartado 1, inciso e) de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

SEGUNDO. Por acuerdo de trece de enero de dos mil tres, el Magistrado Presidente turnó el expediente al Magistrado Leonel Castillo González, para los efectos previstos en el Libro Quinto de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

TERCERO. Mediante auto de veintiocho de enero, el magistrado electoral encargado de la instrucción acordó, entre otras cosas, radicar el expediente de que se trata, admitir a trámite la demanda y ordenar el emplazamiento al Instituto Federal Electoral.

CUARTO. Por escrito presentado el doce de febrero ante la Oficialía de Partes de este Tribunal, el Instituto demandado, a través de sus apoderadas Rosa Elia Camarena Medrano y Georgina Adela García Escamilla, contestó oportunamente la demanda, en los siguientes términos:

Como cuestión previa hizo valer que el actor no interpuso el recurso que refiere el artículo 216, fracción IV, del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, siendo que el término para hacerlo comenzó a correr a partir del veinte de febrero de dos mil dos, en que fue notificado de la suspensión, por lo que opone la excepción de caducidad, en términos de la jurisprudencia que lleva por rubro “ACCIONES DE LOS SERVIDORES DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. EL PLAZO PARA EJERCITARLAS ES DE CADUCIDAD”, y del artículo 96 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral; lo anterior implica, además, que el actor consintió la suspensión temporal de la que fue objeto.

Resulta improcedente la acción intentada, pues con fecha veintinueve de enero de dos mil tres, se dictó la resolución definitiva en el procedimiento administrativo instaurado en contra del actor, en el que se demostró la legalidad de la suspensión así como de los actos llevados a cabo por la Contraloría Interna.

En cuanto a las pretensiones, manifestó lo siguiente:

A. Se niega acción y derecho para reclamar la reinstalación, ya que fue suspendido temporalmente del cargo que ocupaba y de las percepciones inherentes al mismo, derivado del informe de auditoria especial en el que se señalan presuntas irregularidades administrativas atribuibles al ahora actor, con la finalidad de preservar los intereses y garantizar que las actividades que desarrolla la Junta se realicen con apego a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 64, fracción IV, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 249 y 263 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, 4, fracción III, apartado A), inciso a) y 63, apartado 1, incisos i) y u) del Reglamento Interior del Instituto Federal Electoral.

B. Se niega acción y derecho para reclamar los salarios caídos, en virtud de que jamás fue despedido de su trabajo, sino que se le aplicó justificadamente la suspensión temporal de su empleo.

C. Carece de acción y derecho para demandar la conclusión del proceso EXP 14/102/2001, ya que el cierre de instrucción de ese procedimiento fue dictado el dieciséis de diciembre de dos mil dos, la resolución respectiva se emitió el veintinueve de enero y ésta fue notificada al actor el diez de febrero.

D. Se niega acción y derecho para reclamar el pago de la reparación del daño que se ha causado por cuatro millones de pesos, y se oponen al efecto las excepciones de oscuridad y defecto legal en la demanda y la de plus petitio, pues omitió señalar las circunstancias de modo, tiempo y lugar, lo que se traduce en que pretende un lucro indebido.

En cuanto al capítulo “Fundamento de las violaciones”, contestó que son improcedentes, infundadas e inoperantes las manifestaciones o pretendidos agravios, por lo siguiente:

1. El procedimiento administrativo que se instauró en su contra, se encuentra regulado por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

2. Las supuestas irregularidades que aduce por parte del Vocal Secretario de la Junta Local Ejecutiva en el Estado de Jalisco, no forman parte de la litis.

3. El procedimiento de responsabilidad e imposición de sanciones, se llevó a cabo cumpliendo todas las formalidades legales.

4. A solicitud del propio actor, el Contralor Interno del Instituto Federal Electoral se excusó de intervenir en dicho procedimiento.

5. El hecho que haya promovido el juicio de amparo que indica nada tiene que ver con la litis.

Opuso las excepciones y defensas siguientes:

1. Separación temporal y precautoria justificada.

2. Falta de acción y de derecho.

3. Caducidad.

4. Consentimiento de la suspensión temporal.

5. Oscuridad y defecto legal de la demanda.

6. Plus petitio.

7. Las que deriven del escrito de contestación.

QUINTO. Por acuerdo de diecinueve de febrero del año en curso, el magistrado electoral encargado de la instrucción, reconoció la personería de quienes comparecieron a juicio a nombre del Instituto Federal Electoral, tuvo por contestada la demanda, por ofrecidas las pruebas que la parte demandada mencionó, y señaló día y hora para que tuviera verificativo la audiencia de conciliación, admisión y desahogo de pruebas y alegatos.

SEXTO. Por acuerdo dictado el once de marzo, por el Pleno de esta Sala Superior, se declaró improcedente admitir a trámite la pretendida ampliación de la demanda presentada por el actor en el escrito de veintiuno de febrero.

SÉPTIMO. El doce de marzo, se difirió la audiencia a solicitud de las partes y se señaló nueva fecha.

OCTAVO. El veinticinco de marzo se celebró la audiencia mencionada, a la que ambas partes comparecieron, y en virtud de que no llegaron a conciliación alguna, a pesar de habérseles exhortado al efecto, se dio continuidad a la misma.

Ante la omisión del actor de ofrecer pruebas, sólo se admitieron las siguientes del Instituto demandado:

1. La instrumental de actuaciones.

2. La presuncional legal y humana. 

3. La confesional a cargo del actor.

4. Las documentales consistentes en:

a) Copias certificadas de los tomos del I al IV del expediente C.I./14/102/2001, formado con motivo del procedimiento administrativo de responsabilidad e imposición de sanciones, seguido en contra del actor.

b) Copia autógrafa de la resolución emitida en el expediente indicado.

c) Copia sellada del oficio C.I./D.R./007/2003, de fecha treinta y uno de enero de dos mil tres, así como también copia sellada de la cédula de notificación de dicho oficio y de la resolución emitida en el expediente C.I./14/102/2001.

d) Las nóminas de pago de las quincenas 01 a la 24 del año dos mil uno, con excepción de las quincenas 05 y 06, que no fueron exhibidas, y de la 01 a la 03 de dos mil dos, así como las nóminas de gratificación de fin de año aguinaldo, quincenas 24/01 y 01/2002.

e) Nómina de pago de la quincena 04/2002.

f) Copia sellada de la hoja del manual de organización general del Instituto Federal Electoral y el organigrama de la Contraloría Interna de dicho Instituto.

Tales pruebas se tuvieron por desahogadas, en virtud de su naturaleza, excepto la confesional a cargo del actor, respecto a la cual fueron desechadas todas las posiciones.

La prueba pericial no se admitió, en virtud de que el actor, dentro de la audiencia, reconoció como suyas las firmas contenidas en los documentos que se pusieron a su vista.

Desahogadas las pruebas admitidas, las partes formularon sus alegatos, con lo que se agotó la instrucción, y se ordenó traer los autos a la vista para la elaboración del correspondiente proyecto de resolución.

C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO. Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es competente para resolver el presente juicio, conforme con lo establecido en los artículos 99, párrafo cuarto, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 189, fracción I, inciso h), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

SEGUNDO. Ante todo, es preciso analizar las defensas de caducidad, consentimiento de la suspensión temporal, la relativa a que el actor no agotó el principio de definitividad, y la de oscuridad y defecto legal de la demanda.

La defensa de caducidad es improcedente, ya que la causa de pedir en el presente juicio radica en que la suspensión temporal para el desempeño del trabajo que sufrió el actor fue ilegal, y dicha suspensión es un acto de tracto sucesivo, que se lleva a cabo de momento a momento, de manera que el plazo para inconformarse comienza a correr todos los días, en tal virtud no es la fecha en que se decretó el acto de la suspensión la que marca el inicio del término de caducidad.

Respecto de la defensa de consentimiento de la suspensión temporal, según se vio en el juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, número de expediente SUP-JLI-019/2001, resuelto el veinticuatro de septiembre del año dos mil uno, existe la posibilidad de que una suspensión decretada con motivo de una investigación administrativa, se prolongue indebidamente por un largo tiempo, situación que puede tornarse en ilícita, si no se lleva a cabo la finalidad que la origina y le sirve de fundamento, lo que a su vez se puede erigir en fuente de responsabilidad y dar lugar al pago de una indemnización laboral, como podría ser el pago de los salarios caídos, de manera que si no se impugnó originalmente la suspensión, a la postre podría surgir la materia de la impugnación, por el exceso de la duración de la suspensión de que fue objeto, por lo cual no puede afirmarse que por el hecho de no haber combatido la resolución en la que se decretó la suspensión, se consintió lo que ahora se invoca como causa de pedir.

En ese orden de ideas, también es improcedente la defensa consistente en que el actor omitió acudir a los recursos previos para impugnar la suspensión, antes de promover el presente juicio, ya que la base de las pretensiones lo es su prolongación indebida.

En cuanto a la oscuridad de la demanda que alega, tampoco le asiste razón, ya que por más que el escrito de demanda no se apegue a la forma en que ordinariamente se redactan éstos, sí puede advertirse o desprenderse mediante algún ejercicio sencillo de interpretación, cuáles son sus pretensiones y cuál su causa de pedir, lo que se corrobora con el hecho de que el Instituto Federal Electoral, al contestar la demanda, se refirió y controvirtió esas situaciones, esto es, afirmó la legalidad de la suspensión del actor, se refirió a los hechos fundatorios de la demanda y opuso defensas y excepciones.

Procede ahora analizar las pretensiones deducidas en el presente juicio.

La situación de hecho que constituye la causa de pedir de todas las pretensiones del actor, consiste en la excesiva prolongación en el tiempo de la suspensión de que fue objeto, porque, a su juicio, el procedimiento no se llevó a cabo dentro de los plazos y términos establecidos en el Estatuto del Servicio Profesional y del Personal Administrativo del Instituto Federal Electoral, específicamente en el artículo 252, que establece que la suspensión no podrá exceder de quince días, y él fue separado desde el veinte de febrero de dos mil dos, y a la fecha de presentación de la demanda permanecía esa situación.

Es incorrecta la apreciación en que se funda el actor, en razón de lo siguiente:

No es el artículo 252 del referido Estatuto el que sirvió de fundamento a la Contraloría Interna del Instituto demandado para suspender al actor, ya que la responsabilidad administrativa que se le imputa, se derivó del incumplimiento de obligaciones que como servidor público tenía el actor, relativas a la manera en que debía desempeñarse con tal carácter, tales como honradez, honestidad, etcétera, y en tal virtud, la suspensión decretada tuvo como fundamento el artículo 64, fracción IV, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que no prevé el término de quince días a que se refiere el actor como máximo para la duración de una suspensión.

Ciertamente, en el artículo 64 mencionado no se establece un plazo máximo para la suspensión, sin embargo esta Sala Superior, en el expediente SUP-JLI-019/2001 citado, consideró que esa medida es meramente instrumental, y tiene por objeto garantizar la debida conducción de las investigaciones correspondientes y la eficacia del resultado del proceso, la Contraloría Interna está obligada a desplegar su función de indagar y documentar las irregularidades que motivaron tal medida, para realizar el objeto para el que fue creada, y de no hacerlo así, es decir, de adoptar una actitud pasiva y paralizar indebidamente la investigación, podría dar lugar al pago de algún tipo de indemnización, como pudieran ser salarios caídos.

No obstante, en el presente caso no se actualiza esa última hipótesis, porque en el expediente, se puede apreciar que el procedimiento administrativo seguido en contra de Víctor Hugo Madrigal Guzmán, la Contraloría Interna sí llevó a cabo, de manera que se puede estimar regular, las diversas actuaciones necesarias para el desarrollo adecuado del procedimiento, tales como:

1. El trece de febrero de dos mil dos, como resultado de la auditoria realizada a la Junta Local del Instituto Federal Electoral en Jalisco, la Contraloría Interna inició procedimiento de responsabilidad en contra de Víctor Hugo Madrigal Guzmán, que originó la formación del expediente C.I./14/102/2002.

2. El diecinueve de febrero, se determinó, como medida cautelar suspender temporalmente al actor, con fundamento en el artículo 64, fracción IV, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

3. El veinte siguiente, el actor fue notificado de la suspensión.

4. El cuatro de marzo de ese año, se celebró la audiencia a que se refiere la fracción I del artículo mencionado en el punto 1, en la que Víctor Hugo Madrigal Guzmán manifestó lo que a su derecho convino, ofreció pruebas y denunció diversos hechos en contra de algunos funcionarios del Instituto Federal Electoral.

5. Mediante escrito de veinticuatro de marzo, el actor contestó los hechos que se le imputaron, y ofreció las pruebas que estimó pertinentes.

6. El veintisiete de mayo, la Contraloría Interna acordó dar vista con una prueba documental ofrecida por el actor, a los funcionarios del Instituto Federal Electoral, Rogelio Castillo Betancurt y Salvador García González, toda vez que podrían estar involucrados con los hechos que se investigaban.

7. El veintinueve y treinta de mayo fueron notificados los funcionarios mencionados del acuerdo anterior.

8. Los días diez y once de junio, las personas mencionadas en el punto seis desahogaron la vista.

9. El diecinueve de agosto, la Contraloría Interna recibió diversa documentación, relativa a la investigación, enviada por el Consejo General del Instituto Federal Electoral.

10. El dieciocho de octubre, el Contralor Interno, Mario Espinola Pinelo, informó a la Agencia del Ministerio Público, Mesa 1 de la Agencia Primera de Procedimientos Penales del Estado de Jalisco, que en virtud de que se encontraron diligencias pendientes de desahogar en el expediente relativo al procedimiento administrativo en contra de Víctor Hugo Madrigal Guzmán, aún no se emitía resolución, y al efecto le remitió un informe con el estado de procedimiento.

Ese mismo día se requirió a las personas cuyos testimonios fueron ofrecidos como prueba, a efecto de que comparecieran ante la Contraloría Interna el cuatro de noviembre, para el desahogo de la misma.

El veinticuatro de octubre se notificaron los anteriores acuerdos.

11. El veintinueve de octubre, el actor presentó escrito en el que denunció diversos hechos.

12. El cuatro de noviembre se llevó a cabo el desahogo de la prueba testimonial a cargo de Mario Alberto Contreras Rebollo y Salvador García González.

13. El nueve de noviembre, Víctor Hugo Madrigal Guzmán solicitó que el Contralor Interno se excusara de seguir conociendo del asunto.

14. El tres de diciembre, el Contralor Interno se excusó de seguir conociendo del asunto, y ordenó turnar el expediente al Director de Responsabilidades y Situación Patrimonial.

15. El cuatro siguiente, el Contralor Interno Mario Espinola Pinelo presentó su declaración ante la Agencia del Ministerio Público indicada, en relación con los hechos denunciados ante esa Procuraduría por Víctor Hugo Madrigal Guzmán.

16. El once de diciembre, Mario Espinola Pinelo solicitó al Vocal Ejecutivo de la Junta Local del Instituto Federal Electoral en el Estado de Jalisco, notificar a Víctor Hugo Madrigal Guzmán el acuerdo del día tres de ese mes.

17. El dieciséis siguiente, se decretó el cierre de instrucción y se ordenó emitir la resolución correspondiente.

18. El catorce de enero de dos mil tres, se dio respuesta a un escrito presentado por Víctor Hugo Madrigal Guzmán.

19. El quince siguiente, se informó al Agente del Ministerio Público, el cierre de instrucción.

20. El veintinueve siguiente se dictó resolución en el expediente, cuyos puntos resolutivos fueron los siguientes:

“PRIMERO.- Con base a los razonamientos que han quedado precisados en los apartados IV.1, IV.2 únicamente en relación al trámite de pago de la factura No. 6818 de fecha 12 de diciembre del 2000, IV.3, IV.5 y V de la presente resolución, se acredita que el C.P. Víctor Hugo Madrigal Guzmán, incurrió en responsabilidad administrativa por las conductas de acción y omisión precisadas en los referidos apartados, por tal motivo se le imponen las sanciones administrativas consistentes en destitución del cargo de Jefe del Departamento de Recursos Materiales y Servicios de la Junta Local en el Estado de Jalisco y sanción económica por la cantidad de $13,976.10. 

SEGUNDO.- Respecto a los hechos que se detallan en el Considerando IV, apartado IV.2 en lo relativo a al factura número 6986 de fecha 28 de febrero del 2001, por un importe de $4,036.50 y IV.4 que se refiere a la contratación para la producción y distribución de encartes, esta Contraloría Interna determina que no se configura responsabilidad administrativa en contra del C.P. Víctor Hugo Madrigal Guzmán.

TERCERO.- Gírese oficio al Vocal Ejecutivo de la Junta Local en el estado de Jalisco, con el fin de que por su conducto se dé cumplimiento a la sanción de destitución impuesta al C.P. Víctor Hugo Madrigal Guzmán, en la presente resolución, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 75 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

CUARTO.- Notifíquese la presente resolución al C.P. Víctor Hugo Madrigal Guzmán, para los efectos legales a que haya lugar.

QUINTO.- Notifíquese la presente resolución a los CC. Consejero Presidente del Consejo General del Instituto, al Consejero Electoral y Presidente de la Comisión de Contraloría Interna y a la Directora de Personal de este organismo, en este último caso con la finalidad de que un ejemplar de esta resolución se incorpore al expediente personal del servidor público sancionado.

SEXTO.- En su oportunidad, remítase el presente expediente a su archivo como asunto concluido.”

Lo anterior a juicio de esta Sala Superior implica que durante el tiempo que estuvo suspendido Víctor Hugo Madrigal Guzmán sí se llevaron a cabo actos tendentes a cumplir con el objeto de la medida cautelar cuestionada, esto es llevar a cabo un procedimiento de investigación eficaz, sin que se advierta que el procedimiento haya quedado paralizado como consecuencia de una actitud pasiva de la Contraloría Interna, sino que los tiempos en que se llevaron a cabo las actuaciones se estima que se encuentran dentro de los parámetros admisibles que se requieren para actos de similar naturaleza.

En este contexto, al no estar demostrada la causa de pedir, consistente en la indebida prolongación en el tiempo de la suspensión de la que fue objeto el actor, lo procedente es absolver de las pretensiones, pues, como se adelantó, todas se basan precisamente en dicha causa.

Lo anterior, sin perjuicio de la oportunidad que tuvo el actor de impugnar, dentro del plazo que para tal efecto le concede la ley, la resolución dictada en el procedimiento administrativo seguido en su contra y demostrar su ilegalidad en cuanto al fondo, lo cual pudo servir como causa de pedir en un juicio diverso al presente, que se incoara contra la resolución de destitución referida.

Por lo tanto, deben acogerse las excepciones de Separación Temporal y Precautoria Justificada, así como la de Falta de Acción y Derecho, opuestas por el Instituto demandado.

Por otro lado, y como consecuencia de lo anterior, resulta innecesario el estudio de la excepción de plus petitio, pues al ser en sentido absolutorio total la resolución del presente juicio, resulta ocioso pronunciarse sobre si la pretensión del actor era excesiva o no.

Por lo expuesto y fundado, se 

R E S U E L V E:

ÚNICO. Se ABSUELVE al Instituto Federal Electoral del pago de las prestaciones que le fueron reclamadas por Víctor Hugo Madrigal Guzmán.

NOTIFÍQUESE. Personalmente, a las partes, en los domicilios señalados en el presente expediente para ese efecto.

En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido.

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, los magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ante el Secretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe. Conste.

(Firmas)
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